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Asunto: Acción de tutela Nº 2020–280 

  Sentencia Primera Instancia 

 

Fecha:  Tres de noviembre de dos mil veinte 

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 29 del Decreto Nacional 2591 de 1991 se 

emite sentencia de primer grado en la actuación de la referencia. 

 

1.- Identificación del solicitante: (Art. 29 Num. 1 D. 2591/91):  

 

Graciela León Vesga, ciudadana que se identifica con la C.C. # 40.219.063 quien actúa en 

causa propia. 

 

2.- Identificación de quien provenga la amenaza o vulneración: (Art. 29 Num. 2 D. 

2591/91):  

 

La actuación es dirigida por la tutelante en contra de: 

 

➢ Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio – Programa Semillero de Propietarios. 

 

Vinculados: 

 

➢ Fondo Nacional de Vivienda – Fonvivienda. 

➢ Secretaría Distrital de Habitat. 

➢ Metrovivienda. 

➢ Instituto para la Economía Social – IPES. 

➢ Presidencia de la República. 

 

3.- Determinación del derecho tutelado: (Art. 29 Num. 3 D. 2591/91):  

 

La accionante indica que se trata de los derechos a la no discriminación, debido proceso, 

familia, vida digna, dignidad humana, igualdad, vivienda digna y mínimo vital. 

 

4.- Síntesis de la demanda:  
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a) Hechos: La accionante manifestó que: 

 

- Se postuló al programa vivienda semilleros de propietarios a través de correo 

electrónico el 17 de febrero de 2020. 

- La entidad guardó silencio respecto de la inscripción a la solicitud de vivienda. 

 

b) Petición: La entidad accionada de forma clara y concreta diga, que debe hacer o 

documentos le hacen falta para acceder al subsidio de vivienda. 

 

5- Informes: (Art. 19 D.2591/91) 

 

➢ Empresa de Renovación y Desarrollo Urbano de Bogotá D.C. 

 

- Se presenta falta de legitimación en la causa por pasiva, por tanto es improcedente 

el amparo, dado que no tiene dentro de su competencia la posibilidad de brindar 

estabilización socioeconómica u otorgar subsidios de vivienda. 

 

➢ Instituto para la Economía Social. 

 

- Solicitó declarar falta de legitimación en la causa por pasiva, por cuanto no hay 

nexo de causalidad entre la presunta vulneración alegada y la acción u omisión 

del Instituto. 

- No se encuentra reconocida como vendedora informal. 

- La accionante no ha presentado, petición, queja, requerimiento o solicitud.  

 

➢ Departamento Administrativo de la Presidencia de la República. 

 

- Solicita la desvinculación ante la falta de legitimación en la causa por pasiva, o 

se declare improcedente el amparo ya que no existe ningún hecho u omisión 

atribuible a la entidad o al señor Presidente de la República. 

 

➢ Fondo Nacional de Vivienda. 
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- El hogar de la accionante no ha presentado petición conexa con el objeto de la 

acción de tutela. 

- La postulación de la accionante quedó en estado no habilitado, lo cual es 

subsanable, iniciando cesión con el número de identificación y contraseña. 

 

➢ La Nación – Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio. 

 

- Revisado el Programa de Semillero de Propietarios, se encuentra en estado no 

habilitado, teniendo en cuenta que el soporte que adjunto para demostrar 

ingresos, no tiene relación exacta entre la información contenida en el 

formulario de registro y el documento aportado para el efecto, es decir el valor 

descrito en la declaración juramentada no coincide con el valor de ingresos 

reportado en el formulario de inscripción. 

- El rechazo es subsanable en el link dar de baja hogar. 

- No se encuentra legitimado para otorgar el subsidio de vivienda solicitado por la 

accionante. 

 

6.- Pruebas:  

 

Las documentales existentes en el proceso. 

 

7.- Problema jurídico:  

 

¿Existe vulneración a los derechos implorados por la tutelante por cuenta de la accionada y 

vinculadas? 

 

8.-Derechos implorados: 

 

- En relación con el derecho de petición, se tiene que el mismo está catalogado como 

fundamental de aplicación inmediata, según el artículo 85 de la Constitución Política y está 

definido en el artículo 23 ibídem como el que tiene toda persona a presentar peticiones a las 

autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. 
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Es así, que mediante precedente jurisprudencial, la Corte Constitucional ha fijado 

características especiales, que buscan la resolución y protección inmediata de este derecho 

fundamental, donde ha considerado que el núcleo esencial de este derecho reside en la 

resolución pronta y oportuna de la cuestión; En este sentido, esa Corporación ha 

manifestado en varios pronunciamientos como la sentencia T- 377 de 2000 reiterada por la 

sentencia T- 161 de 2011, T-146 de 2012, y más recientemente la T-149 de 2013 y más 

recientemente en pronunciamiento en sentencia T- 139 de 2017 MP  Gloria Stella Ortiz 

Delgado, que indicó: 

 

“…19.- De conformidad con el artículo 23 de la Constitución Política “[t]oda persona 

tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés 

general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su 

ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales." 

 La Corte ha señalado, en reiteradas oportunidades, que el derecho fundamental de petición 

es esencial para la consecución de los fines del Estado tales como el servicio a la 

comunidad, la garantía de los principios, derechos y deberes consagrados en la 

Constitución, y la participación de los ciudadanos en las decisiones que los afectan, así 

como para asegurar que las autoridades cumplan las funciones para las cuales han sido 

instituidas.[34] 

      20. Asimismo, esta Corporación ha indicado que el derecho de petición se satisface 

cuando concurren los siguientes elementos que constituyen su núcleo esencial[35]: (i) la 

posibilidad cierta y efectiva de elevar, en términos respetuosos, solicitudes ante las 

autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o se abstengan de tramitarlas; (ii) la 

prontitud y oportunidad de la respuesta, es decir, que se produzca dentro de un plazo 

razonable, que debe ser lo más corto posible[36]; (iii) la emisión de una respuesta clara, 

precisa y de fondo, que supone que la autoridad competente se pronuncie sobre la materia 

propia de la solicitud de manera completa y congruente, es decir sin evasivas, respecto a 

todos y cada uno de los asuntos planteados y (iv) la pronta comunicación de lo decidido al 

peticionario, al margen de que la respuesta sea favorable o no, pues no necesariamente se 

debe acceder a lo pedido[37]…” 

 

- Respecto del derecho a la vivienda digna, no discriminación, vida digna, dignidad 

humana, mínimo vital e igualdad la Corte Constitucional ha indicado en providencias como 

la T-526 de 2016: 

 
“4.1. El artículo 51 de la Constitución Política dispone que todos los colombianos tienen 

derecho a una vivienda digna y que el Estado debe fijar las condiciones necesarias para 

hacerlo efectivo, así como promover planes de vivienda de interés social, sistemas adecuados 

de financiación a largo plazo y formas asociativas de ejecución de estos programas de 

vivienda[31]. 

 4.2. La jurisprudencia ha definido este derecho constitucional, de manera general, como aquel 

dirigido a satisfacer la necesidad humana de disponer de un sitio de vivienda, sea propio o 

ajeno, que cuente con las condiciones suficientes para que quienes habiten en ella puedan 

realizar de manera digna su proyecto de vida[32]. 

Respecto al derecho a la vivienda digna, en sus inicios la Corte consideró que este no era 

un derecho fundamental susceptible de ser amparado a través de la acción de tutela, 

atendiendo a su indeterminación, como quiera que para su efectivo cumplimiento se 

requeriría de un desarrollo legal y la implementación de ciertas políticas, lo que hacía de él 

un derecho de contenido asistencial. 

 Sin embargo, tal postura fue mitigada en aras de salvaguardar garantías constitucionales 

que podrían terminar afectadas como resultado del desconocimiento de este derecho, por lo 

que se adoptó la tesis de la 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-526-16.htm#_ftn31
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-526-16.htm#_ftn32


 
 
Juzgado Diecisiete Civil del Circuito de Bogotá, D.C. 
Carrera 10 No 14 – 15 piso 15 – Telefax: 282 0030 – Bogotá – Colombia  

Correo: ccto17bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 

 

 

Tutela 2020 – 280. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA. PÁGINA Nº 5 DE  13 

 

conexidad[33],http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2013/t-175-13.htm - _ftn20 en 

virtud de la cual un derecho, como el de la vivienda digna, por más que tuviera un carácter 

prestacional, era exigible a través de la acción de tutela cuando su desconocimiento 

comprometiera derechos consagrados en la Carta como fundamentales, tales como el 

derecho a la vida, a la dignidad humana, a la integridad personal y al mínimo vital, por 

mencionar algunos[34]. 

Posteriormente, esta Corporación ha sostenido en reiteradas ocasiones la exigencia de 

conexidad con derechos fundamentales de connotación prestacional como presupuesto para 

amparar por vía de tutela[35]. Ello, en razón a que los derechos fundamentales cuya 

protección puede solicitarse y concederse por vía de tutela no son únicamente los 

contenidos en el Capítulo I del Título II de la Constitución, sino también aquellos 

inherentes a la persona humana, aunque no se encuentren expresamente catalogados allí. 

 De igual modo, ha explicado que restarle el carácter de fundamental a los derechos no 

armoniza con los pactos internacionales suscritos por Colombia sobre la materia que hacen 

parte del bloque de constitucionalidad, mediante los cuales se ha logrado superar esta 

diferenciación[36]. 

 En este sentido por ejemplo, en la Sentencia T-585 de 2008[37], la Corte indicó que la 

vivienda digna debe considerarse como un derecho fundamental debido a su estrecha y 

evidente relación con la dignidad humana, por lo que “no es necesario desplegar un 

ejercicio argumentativo exhaustivo para concluir que entre las necesidades básicas que 

deben ser satisfechas para permitir a un individuo desarrollar en condiciones dignas su 

proyecto de vida, se encuentra aquella relacionada con proveerle -por medios que no 

necesariamente implican la inversión pública- un lugar de habitación adecuado”. 

 Recientemente, en la sentencia T-223 de 2015[38], la Corte recordó que la protección del 

derecho fundamental a la vivienda digna a través de la tutela, está condicionada a la 

posibilidad de que este se traduzca en un derecho subjetivo. Reseñó, al respecto, lo 

siguiente: 

 “En efecto, la jurisprudencia constitucional ha señalado que el amparo de esta garantía es 

procedente en tres hipótesis, a saber: primero, cuando se pretende hacer efectiva la faceta 

de abstención de la vivienda digna; segundo, siempre que se presenten pretensiones 

relativas al respeto de derechos subjetivos previstos en el marco de desarrollos legales o 

reglamentarios; y tercero, en eventos en los que, por una circunstancia de debilidad 

manifiesta, el accionante merece una especial protección constitucional, circunstancia que 

torna imperiosa la intervención del juez de tutela, con el fin de adoptar medidas 

encaminadas a lograr la igualdad efectiva.[39] 

 En síntesis, la Corte reconoce que la vivienda digna constituye un derecho fundamental 

autónomo y que la tutela es procedente para obtener su protección, siempre que sea posible 

traducirlo en un derecho subjetivo.” 

Partiendo de estas apreciaciones, la Corte ha considerado que “el juez de tutela no puede 

argumentar la ausencia del carácter fundamental del derecho a la vivienda digna o acudir a 

la teoría de la conexidad para evaluar la procedibilidad del amparo, menos aun cuando la 

persona que lo solicita reviste la condición de sujeto de especial protección, supuesto frente 

al cual la consideración sobre la fundamentalidad de derecho se acrecienta. Por el 

contrario, debe analizar en el caso concreto si lo que se busca defender es el derecho 

subjetivo en cabeza del accionante como consecuencia de un determinado plan de 

adquisición de vivienda propia, pues, de ser así, la protección se torna procedente”[40]. 

 

(… ) 

 

“La igualdad es una garantía constitucional que se encuentra consagrada en el artículo 13 de 

la Carta Política de 1991. La jurisprudencia de esta Corporación ha desarrollado dicho 

concepto estableciendo diferentes elementos para su verdadera y efectiva aplicación. Se ha 

afirmado que la igualdad “cumple un triple papel en nuestro ordenamiento constitucional por 

tratarse simultáneamente de un valor, de un principio y de un derecho fundamental. Este 

múltiple carácter se deriva de su consagración en preceptos de diferente densidad normativa 

que cumplen distintas funciones en nuestro ordenamiento jurídico. Así, por ejemplo, el 

preámbulo constitucional establece entre los valores que pretende asegurar el nuevo orden 

constitucional la igualdad, mientras que por otra parte el artículo 13 de la Carta ha sido 

considerado como la fuente del principio fundamental de igualdad y del derecho fundamental 

de igualdad”[52]. 

 De esta manera, se ha reconocido que la igualdad como componente que prohíbe la 

discriminación y promueve la igualdad real implica: “(i) La protección que requieren los 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-526-16.htm#_ftn33
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2013/t-175-13.htm#_ftn20
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-526-16.htm#_ftn34
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-526-16.htm#_ftn35
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-526-16.htm#_ftn36
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-526-16.htm#_ftn37
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-526-16.htm#_ftn38
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-526-16.htm#_ftn39
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-526-16.htm#_ftn40
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-526-16.htm#_ftn52


 
 
Juzgado Diecisiete Civil del Circuito de Bogotá, D.C. 
Carrera 10 No 14 – 15 piso 15 – Telefax: 282 0030 – Bogotá – Colombia  

Correo: ccto17bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 

 

 

Tutela 2020 – 280. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA. PÁGINA Nº 6 DE  13 

 

intereses de las personas que se hallan en situación de indefensión, y (ii) la implementación de 

los principios de igualdad ante la ley, es decir, que la autoridad encargada de poner en 

práctica la ley deberá aplicarla de la misma forma a todas las personas; igualdad de trato, que 

implica que el legislador debe brindar una protección igualitaria y en el evento en que se 

establezcan diferenciaciones éstas deben obedecer a propósitos razonables y constitucionales; 

y la prohibición constitucional de discriminación siempre que los criterios diferenciadores 

para brindar la protección sean el sexo, la raza, el origen nacional o familiar, la lengua, la 

religión y opinión política o filosófica”[53]. 

 Esta Corporación ha sostenido que el derecho a la igualdad se erige como uno de los pilares 

fundamentales de la estructura del Estado Social de Derecho. Así, se ha buscado extender este 

precepto hasta lograr la superación plena de la igualdad meramente formal. En la sentencia T- 

861 de 1999, por ejemplo, se dijo al respecto lo siguiente: 

“Como acertadamente lo sostuvo el ad quem en su decisión, invocando la jurisprudencia de 

esta Corte, el derecho establecido por el Costituyente en el artículo 13 de la Carta implica un 

concepto relacional, es decir, que su aplicación supone la comparación de por lo menos dos 

situaciones para determinar si, en un caso concreto, ambas se encuentran en un mismo plano y, 

por ende merecen el mismo tratamiento o si, por el contrario, al ser distintas un trato diferente 

ameritan. 

 La aplicación del principio de igualdad en los términos referidos, tiene como finalidad 

determinar, en cada caso concreto entendida la discriminación como el trato diferente a 

situaciones iguales o simplemente el trato diferente que no tiene justificación”. 

La protección del derecho a la igualdad pretende quebrantar las barreras existentes a todo 

nivel, que impidan el disfrute pleno de los derechos fundamentales de las personas. Al respecto, 

la Corte ha manifestado: 

 “La protección material del derecho a la igualdad alude al compromiso de remover los 

obstáculos que en el plano económico y social configuran efectivas desigualdades de hecho, las 

cuales se oponen al disfrute efectivo del derecho, lo que hace necesaria la configuración de 

medidas que puedan compensar y sean defensivas, con respecto a personas y grupos ubicados 

en condiciones de inferioridad mediante el ejercicio de acciones positivas por parte de las 

autoridades públicas. 

Cabe señalar que el artículo 13 Superior consagra el principio de no discriminación el cual 

tiene por finalidad que no se brinden tratos diferenciados injustificados por criterios raciales, 

familiares, sexuales etc. 

 En este orden de ideas, la discriminación se presenta, cuando la diferencia de trato se hace sin 

fundamento constitucional que tenga un carácter objetivo y razonable”[54].” 

 

 

- Por otra parte la Corte Constitucional creó el concepto de carencia actual de objeto para 

aquellos casos cuando se constata un hecho superado, el cual se presenta cuando cesa o se 

supera lo pretendido con la acción de tutela, tal como fue señalado en la sentencia T-523 de 

2011:.  

 
“El objetivo de la acción de tutela es la protección efectiva, cierta e inmediata de los 

derechos fundamentales, presuntamente vulnerados por la acción u omisión de cualquier 

autoridad pública o de un particular, en concordancia con el artículo 86 de la Carta 

Política y el artículo 1° del Decreto 2591 de 1991.  

Por esta razón, es necesario que exista un sujeto determinado, titular de derechos 

fundamentales, una conducta de una autoridad pública o de un particular que vulnere o 

amenace los derechos de rango constitucional. Lo anterior, para efectos de que la acción de 

tutela proceda y el juez constitucional pueda valorar el caso concreto y llegar a una 

solución encaminada a proteger o restaurar la amenaza o vulneración. 

Ciertamente, los derechos no son otra cosa que facultades radicadas en cabeza de 

personas naturales o jurídicas, por lo cual su existencia no se presenta por sí misma, como 

una realidad ontológica autónoma o independiente, sino que sólo se da como consecuencia 

de la de un titular de tales facultades subjetivas1.  

 
1 Sentencia T-277 de 2008. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-526-16.htm#_ftn53
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-526-16.htm#_ftn54
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El artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 hace alusión a la improcedencia de la acción de 

tutela, “cuando sea evidente que la violación del derecho originó un daño consumado, 

salvo cuando continúe la acción u omisión violatoria del derecho”. Sin embargo, el 

parágrafo del artículo 29 del mencionado decreto lo señala, el fallo de tutela no puede ser 

inhibitorio, por lo cual el juez de tutela no puede eximirse de realizar un análisis de fondo 

sobre el caso concreto. De ahí que, la Corte Constitucional haya creado el concepto de 

“carencia actual de objeto”, que puede configurarse por la ocurrencia de un hecho 

superado o de un daño consumado.  

Así, se presenta un hecho superado cuando cesa, desaparece o se supera el objeto jurídico 

de la acción de tutela, porque se restauró el derecho fundamental amenazado o 

vulnerado, impidiendo que “el juez de tutela entre a emitir una orden respecto de la 

situación fáctica que impulsó la interposición de la acción.”2 Lo cual no implica, tal como 

se dijo anteriormente, que el juez de tutela profiera un fallo en el cual deba pronunciarse 

sobre la configuración de un hecho superado y cómo se reparó el derecho, por lo que el 

hecho superado debe ser probado.” 

“En ese sentido, si el fundamento fáctico se superó antes de iniciado el proceso de tutela 

ante los jueces de instancia o en el trámite de la misma, corresponde al juez constitucional 

declarar la improcedencia de la misma, en virtud de lo establecido en el artículo 6 numeral 

4 del Decreto 2591 de 1991, debiendo verificar: i) si se trata de un hecho superado, cómo 

cesó la vulneración de los derechos fundamentales invocados, o ii) de tratarse de un daño 

consumado, declarar la improcedencia, analizando la existencia de la consumación del 

daño. Por su parte, la Corte en sede de revisión, deberá confirmar el fallo revisado, 

quedando facultada para pronunciarse de realizar un examen adicional relacionado con la 

materia de la que trata el caso concreto, con la finalidad de unificar jurisprudencia3.  

Pero si se superó o consumó el daño en el curso del trámite de revisión ante la Corte 

Constitucional, la Sala de Revisión deberá analizar el caso concreto y advertir si en el 

trámite ante los jueces de instancia se cumplió debidamente con las reglas 

jurisprudenciales, se aplicó adecuadamente las normas vigentes y dependiendo del caso 

conceder o revocar el amparo de los derechos fundamentales, sin importar, si al tratarse de 

un daño consumado no proceda a impartir orden alguna. Tal como se consagró en la SU-

540 de 2007: 

Entonces, sobre el particular se puede enunciar como regla general que a.) si la Corte 

encuentra que la decisión se profirió conforme a la Constitución Política y a la 

jurisprudencia, confirmará el fallo; b.) si verifica que sí hubo una vulneración, o que la 

tutela era procedente, revocará la decisión y señalará que aunque se habría concedido la 

tutela, se presentó un daño consumado con la muerte del actor, con lo que se configura la 

carencia de objeto y así lo declarará, previo su pronunciamiento de fondo, para 

determinar el alcance de los derechos vulnerados (en armonía con lo dispuesto en el 

artículo 24 del Decreto 2591 de 1991) y emitirá la orden de compulsar copias de la 

sentencia y del expediente a las autoridades correspondientes para eventuales 

investigaciones, si fuera del caso.  (Subrayado y negrilla fuera de texto)4.  

Por ejemplo, en la sentencia T-601 de 2008, la Sala sexta de Revisión, estudió el caso de un 

señor de 74 años que había sufrido un accidente cerebro vascular, razón por la cual se 

encontraba en delicado estado de salud, sin que la E.P.S accionada le hubiera autorizado 

la consulta domiciliaria que el médico tratante le había prescrito. Luego, en el curso de 

revisión de la acción de tutela por la Corte Constitucional, el actor falleció como 

consecuencia de la enfermedad terminal que padecía.  

En esta oportunidad, esta Corporación concluyó que la muerte del titular de los derechos 

fundamentales presuntamente vulnerados, genera una carencia actual de objeto, por daño 

consumado. No obstante, como al juez de tutela, en sede de revisión, le corresponde 

analizar el caso concreto y dilucidar si el daño se relaciona con la actuación u omisión de 

la entidad demandada y si las decisiones de los jueces de instancia aplicaron las reglas 

jurisprudenciales al caso concreto. Decidió en esta ocasión, revocar el fallo de segunda 

instancia que había revocado a su vez el amparo concedido por el juez de primera 

instancia, puesto que se logro verificar que la entidad accionada había vulnerado los 

derechos fundamentales invocados, al tratarse de un sujeto de especial protección 

constitucional y habérsele negado el suministro del tratamiento integral requerido. 

Llamándole la atención a E.P.S demandada pues “la ausencia de atención domiciliaria 

 
2 Sentencia T-449 de 2008.  
3 Ver entre otras, Sentencias T-428 de 1998, T-107 de 2007, T-449 de 2008 y T-495 de 2010. 
4 Sentencia SU-540 de 2007. 
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implicó la desatención permanente del usuario y el menoscabo de sus condiciones de 

salud,” advirtiéndole que en adelante deberá velar por la protección de los derechos de 

rango constitucional, cumpliendo con las obligaciones legales y constitucionales en su 

deber como entidad prestadora de salud.  

En conclusión, a pesar de que la jurisprudencia constitucional ha sido disímil frente al 

concepto de carencia actual de objeto, por hecho superado o daño consumado, en 

ocasiones denominándola sustracción de materia, y no existiendo una precisión conceptual 

de en cuál situación se enmarca el fallecimiento del accionante en el curso de la acción de 

tutela, ciertamente la existencia del sujeto cuyo derechos fundamentales están 

presuntamente vulnerados, es un presupuesto lógico para decidir sobre el fondo del asunto. 

Así las cosas, existe una carencia actual de objeto, porque no hay sujeto titular de los 

derechos, por lo cual no hay objeto –derechos constitucionales fundamentales- sobre el 

cual el juez constitucional pueda pronunciarse. Sin embargo, la jurisprudencia ha 

establecido que,  

(…) la circunstancia de la muerte conduce, como se dijo, a una carencia actual de objeto y 

ésta, a su vez, a la improcedencia de la tutela, por cuanto cualquier orden que se pudiera 

emitir sería ineficaz para la protección de los derechos fundamentales; sin embargo, en 

otros casos, esa consecuencia se ha calificado como la ausencia de interés legítimo o 

jurídico y así se ha declarado, o sencillamente, se ha entendido como sustracción de 

materia; terminación del asunto; cesación de la causa que generó el daño de la acción, de 

la actuación impugnada, o de la situación expuesta.5  

Por lo tanto, cuando el sujeto titular de los derechos fundamentales fallece en el trámite de 

la acción de tutela, el juez constitucional debe analizar el caso concreto y decidir si la 

actuación de la entidad accionada menoscabó los derechos invocados, y declarar el 

amparo improcedente al configurarse una carencia actual de objeto.” 

 

9.-Procedencia de la acción de tutela para protección del derecho fundamental de 

petición:  

 

a.- Fundamentos de derecho: En materia de derecho de petición la Corte Constitucional ha 

decantado que la protección por acción de tutela de dicha garantía no está sujeta a 

requisitos generales o especiales como lo recuerda en la sentencia T – 451 de 2017 que en 

lo pertinente dice: 

 

“2.2. Subsidiariedad 

 

24. La jurisprudencia de esta Corporación6 ha sido consistente en señalar que cuando se 

trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene 

previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de 

modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone 

de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo. 

 25. En tal sentido, quien encuentre que la respuesta a su derecho de petición no fue 

producida en debida forma, ni comunicada dentro de los términos que la ley señala, y que en 

esa medida vea afectada esta garantía fundamental, puede acudir directamente a la acción 

de amparo constitucional”. 

 

b.- Verificación de requisitos generales para el caso concreto: En lo referente a 

legitimación en la causa, se evidencia que el accionante radicó postulación al programa de 

vivienda semilleros de propietarios. 

 
5 Sentencia SU-540 de2007. 
6 Consultar: Corte Constitucional, Sentencias T-149 de 2013, T-165 de 2017. 
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En el apartado de subsidiariedad se verifica dado que se trata de la protección al derecho 

fundamental de petición que no tiene otro mecanismo de protección, se encuentra 

habilitado para acudir a la acción de tutela para remediar su situación de desamparo, de 

modo que los pedimentos pueden ser elevados al interior de la actuación judicial como se 

verá a continuación. 

 

10.- Consideraciones probatorias y jurídicas: 

 

a.- Normas aplicables: Artículo 23 de la Constitución Política. 

 

b.- Caso concreto: 

 

Revisadas las pretensiones del actor y el devenir de la acción de tutela, advierte el 

Despacho que el objeto de la misma y que podría afectar derechos fundamentales, es el 

silencio por parte de la accionada ante la inscripción que realizó la actora de la solicitud de 

subsidio de vivienda. 

 

A fin de resolver la pretensión de la accionante, que la entidad indique de forma clara y 

concreta que debe hacer o que documentos le hacen falta para acceder al subsidio de 

vivienda, se debe poner de presente que acorde lo preceptuado en la Ley 1755 de 2015, 

cualquier actuación que inicie una persona ante las autoridades implica el ejercicio del 

derecho de petición. 

 

Conviene subrayar, que este estrado judicial mediante auto del 20 de octubre de 2020, instó 

al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, para que informara si había dado respuesta a 

la inscripción realizada por la señora Graciela León Vesga. 

 

Visto lo anterior, resulta pertinente indicar que con informe de fecha 30 de octubre de 2020 

(Rad. 2020EE0086602), Minvivienda, acreditó que dio respuesta a la postulación de la 

actora,  y aportó constancia de envió vía correo electrónico. 

 

En la citada comunicación le fue indicado a la accionante que: 
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- Con la inscripción con número de cédula 40219063 se evidenció que se inscribió en 

el Programa. 

- El estado es no habilitado, por no encontrarse relación exacta entre la información 

contenida en el formulario de registro y el documento aportado para demostrar la 

información del valor de ingresos. 

- No pudiéndose evaluar si cumplía con el requisito del literal a) del artículo 

2.1.1.6.3.2 del Decreto 1077 de 2015. 

- Puede realizarse subsanación accediendo al link dar de baja hogar. 

 

Visto lo anterior se tiene que la solicitud de la accionante fue resuelta de manera clara, 

completa y de fondo, y fue aportada constancia del envió de ésta, cumpliendo con la 

protección del nucleó esencial del derecho de petición. 

 

Vale la pena aclarar, que cuando se habla de una respuesta de fondo no quiere decir que 

responder el derecho de petición implique otorgar lo pedido, lo anterior tal y como lo ha 

sostenido la Corte Constitucional, en sentencias como la C-951 de 2014, donde dispuso: 

 

“Ahora bien, en materia de respuesta de fondo a las solicitudes, la Corte ha advertido que 

la resolución de la solicitud no implica otorgar lo pedido por el interesado. Lo anterior, en 

razón de que existe una diferencia entre el derecho de petición y el derecho a lo pedido, que 

consiste en que: “el derecho de petición se ejerce y agota en la solicitud y la respuesta. No 

se decide propiamente sobre él [materia de la petición], en cambio si se decide por ejemplo 

sobre el reconocimiento o no del derecho subjetivo invocado ante la administración para la 

adjudicación de un baldío, el registro de una marca, o el pago de una obligación a cargo de 

la administración”[145]. Así, el derecho a lo pedido implica el reconocimiento de un 

derecho o un acto a favor del interesado, es decir el objeto y contenido de la solicitud, la 

pretensión sustantiva.  Por ello, responder el derecho de petición no implica otorgar la 

materia de la solicitud”. 

 

Aunado a lo anterior se pone de presente que no es viable al juez constitucional, indicar o 

hacer manifestación alguna sobre el sentido de las decisiones que tomen las entidades 

accionadas, ya que lo fundamental es la verificación de la resolución a las peticiones en 

sentido estricto, teniendo en cuenta que una respuesta es suficiente cuando resuelve 

materialmente la petición pronunciándose de fondo sobre los requerimientos del solicitante, 

sin que la misma deba ser afirmativa o negativa. 

 

En consecuencia, encuentra este Despacho que estamos en presencia de la figura jurídica de 

la carencia actual del objeto por hecho superado, en virtud que el motivo de presentación de 



 
 
Juzgado Diecisiete Civil del Circuito de Bogotá, D.C. 
Carrera 10 No 14 – 15 piso 15 – Telefax: 282 0030 – Bogotá – Colombia  

Correo: ccto17bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 

 

 

Tutela 2020 – 280. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA. PÁGINA Nº 11 DE  13 

 

la acción de tutela desapareció, configuración que el Alto Tribunal Constitucional  definió 

en sentencia T - 265 de 2017 M. P. ALBERTO ROJAS RÍOS, así: 

 
“La carencia actual del objeto por hecho superado se presenta cuando por el actuar de la 

entidad accionada, cesa la vulneración del derecho fundamenta alegado en la acción de 

tutela. 

Sobre este particular esta Corporación ha indicado que: 

“En estos casos, se debe demostrar que en realidad se ha satisfecho por completo lo que se 

pretendía mediante la acción de tutela, esto es, que se demuestre el hecho superado, lo que 

autoriza a declarar en la parte resolutiva de la sentencia la carencia actual de objeto y a 

prescindir de orden alguna, con independencia de aquellas que se dirijan a prevenir al 

demandado sobre la inconstitucionalidad de su conducta y a advertirle de las sanciones a 

las que se hará acreedor en caso de que la misma se repita, al tenor del artículo 24 del 

Decreto 2591 de 1991.”7 

 

Conforme lo expuesto, y no encontrándose vulnerado el derecho de petición de la 

accionante, cumpliéndose con el debido proceso en el trámite surtido respecto de éste, que 

se constituye en la base del presente asunto conforme los hechos y pretensiones del escrito 

de la acción de tutela, no se advierte la vulneración respecto de los derechos indicados por 

la accionante como no discriminación, debido proceso, familia, vida digna, dignidad 

humana, igualdad y vivienda digna. 

 

Además, que la Corte Constitucional en sentencias como la T-175 de 2008, ha precisado 

que la acción de tutela no puede ser utilizada para pretermitir trámites administrativos que 

las autoridades administrativas han establecido, como ocurre en el presente trámite donde la 

accionante debe realizar la subsanación indicada por la entidad accionada. 

 

“El carácter subsidiario de la acción de tutela impide al juez constitucional interferir en 

decisiones abstractas, generales e impersonales cuyo conocimiento la Constitución confiere 

a otras autoridades. La Corte Constitucional se ha referido a la improcedencia de la acción 

de tutela contra actos administrativos -frente a los cuales procede la acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho- salvo al ser utilizada como mecanismo transitorio para evitar 

perjuicio irremediable. De igual manera ha sostenido que al juez constitucional le está 

vedado inmiscuirse en el diseño de programas o en la consideración de personas 

determinadas en listas de elegibles para subsidios o ayudas, salvo la evidencia del 

cumplimiento de los requisitos exigidos para su inclusión y el desconocimiento de un 

derecho fundamental[5] o la necesaria y urgente protección del mínimo vital de una persona 

en condiciones de vulnerabilidad extrema. 

 Así, en principio, la acción de tutela no puede ser utilizada para pretermitir los trámites 

administrativos que las autoridades administrativas han establecido con una finalidad 

justificada en el mismo ordenamiento constitucional[6], ni para alterar el listado de 

potenciales beneficiarios de una prestación social.” 

 

Vale la pena poner de presente que si la accionante no está de acuerdo con los actos 

administrativos emitidos al respecto, de ser el caso puede interponer recursos, o solicitar 

 
7 Sentencia T-200 de 2013. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2008/T-175-08.htm#_ftn5
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2008/T-175-08.htm#_ftn6
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como medida cautelar la suspensión provisional de estos, tal como fue señalado por la 

Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Civil en providencia STC15097-2017 del 3 de 

octubre de 2017 M.P. Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo, al indicar:: 

 
“Sobre el particular, la Sala ha precisado que:  

…‘por tratarse de actos administrativos, el debate acerca de su legalidad cumple 
suscitarlo ante los Jueces Contencioso Administrativos competentes, a través de las 

acciones previstas en el Código Contencioso Administrativo, de acuerdo con las 

circunstancias y particularidades que, a juicio del interesado, experimentó la situación 
que generó lo resuelto por la administración y que es materia de inconformidad, a fin 

de generar las determinaciones con las cuales se obtenga el restablecimiento del 
derecho…’. Además, en este escenario la interesada puede solicitar como medida 

cautelar la suspensión provisional del acto ilegal, razón por la cual no se justifica la 

intervención del juez constitucional ni siquiera como mecanismo transitorio. Así las 
cosas, y en vista de que no se cumple el requisito de la subsidiariedad, la Corte 

confirmará…, la decisión de primera instancia que resolvió negar el amparo (CSJ STC, 

9 dic. 2011, rad. 00330-01; reiterada en CSJ STC, 13 jul. 2012, rad. 00153-01)”  

 

Lo anterior cobra mayor fuerza si se tiene en cuenta que la acción de tutela procede de 

manera excepcional cuando se afecta el derecho al mínimo vital,  donde para el efecto 

revisado el expediente, observa el Despacho que no se cumplió con el requisito de probar 

dicho aspecto, teniendo en cuenta lo dispuesto por la Corte Constitucional en sentencia T-

581 A de 2011, que determinó para la valoración del mínimo vital8, tener en cuenta los 

aspectos particulares de cada caso, como lo son las necesidades de alimentación, vestuario, 

salud, educación, vivienda y recreación, respecto de lo cual en el presente asunto no se 

probó siquiera sumariamente que la accionante careciera de estos. 

 

Es necesario recalcar que la Corte Constitucional ha indicado que los actores no quedan 

exonerados en las acciones de tutela, de no probar los hechos fundamentos de éstas, tal 

como lo indicó en sentencias T-153 de 2011 y T-620 de 2017: 

 

“No obstante, en virtud del principio de buena fe el actor no queda exonerado de probar los 

hechos , pues “en materia de tutela es deber del juez encontrar probados los hechos dentro de 

las orientaciones del decreto 2591 de 1991 en sus artículos 18 (restablecimiento inmediato si 

hay medio de prueba), 20 (presunción de veracidad si se piden informes y no son rendidos), 21 

(información adicional que pida el juez), 22 ( “El juez, tan pronto llegue al convencimiento 

respecto de la situación litigiosa, podrá proferir fallo, sin necesidad de practicar las pruebas 

solicitadas”)[18]” 

“En efecto, la Corte ha sostenido que quien pretende la protección judicial de un derecho 

fundamental debe demostrar los supuestos fácticos en que funda su pretensión, porque quien 

 
8 “El concepto de mínimo vital, de acuerdo con la jurisprudencia, debe ser evaluado desde un punto de vista desde de la 

satisfacción de las necesidades mínimas del individuo, por lo cual es necesario realizar una evaluación de las 

circunstancias de cada caso concreto, haciendo una valoración que se encamine más hacia lo cualitativo que a lo 

cuantitativo, verificándose que quien alega su vulneración tenga las posibilidades de disfrutar de la satisfacción de 

necesidades como la alimentación, el vestuario, la salud, la educación, la vivienda y la recreación, como mecanismos 

para hacer realidad su derecho a la dignidad humana.” 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2011/T-153-11.htm#_ftn18
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conoce la manera como se presentaron los hechos y sus consecuencias, es quien padece el 

daño o la amenaza de afectación.9 

Del mismo modo, esta Corporación ha establecido que el amparo es procedente cuando 

existe el hecho cierto, indiscutible y probado de la violación o amenaza del derecho 

fundamental alegado por quien la ejerce. Por consiguiente, el juez no puede conceder la 

protección solicitada simplemente con fundamento en las afirmaciones del demandante. Por 

consiguiente, si los hechos alegados no se prueban de modo claro y convincente, el juez 

debe negar la tutela, pues ésta no tiene justificación.”10 

 

En consecuencia el Juzgado Diecisiete (17) Civil del Circuito de Bogotá D.C., 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley. 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: DECLARAR la carencia actual de objeto en la presente acción de tutela 

impetrada por Graciela León Vesga contra Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio – 

Programa Semillero de Propietarios, y se prescinde de emitir orden alguna, respecto de la 

accionada como de las entidades vinculadas. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR lo aquí resuelto a las partes por el medio más expedito y eficaz 

de acuerdo con lo preceptuado por el artículo 16 del Decreto 2591 de 1991. 

 

TERCERO: REMITIR el expediente a la Honorable Corte Constitucional para eventual 

revisión, en el evento que no se impugne la presente decisión. 

 

NOTIFÍQUESE,   

 

CESAR AUGUSTO BRAUSÍN ARÉVALO 

JUEZ 

 

©Å╦Ç 
 

 
9 Ver sentencia T-864 de 1999. M.P. Alejandro Martínez Caballero. 

10 Sentencia T-298 de 1993. M. P. José Gregorio Hernández Galindo. 


